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Resumen 

Este ensayo pretende establecer la eficacia de los controles existentes a la autonomía del Estado 

en la administración de los recursos en la contratación estatal en Colombia. Para ello se analizó la 

importancia de la correcta administración de los recursos del Estado, luego se examinó el concepto 

de autonomía del Estado en los procesos de contratación estatal, posterior a ello se hizo referencia 

a los controles existentes a la autonomía del Estado en la contratación pública en Colombia y 

finalmente se evidenció la efectividad que tienen estos controles. 

El presente ensayo es de tipo crítico, ya que, a partir de la investigación realizada se da el 

fundamento necesario para sustentar la postura que se presenta en el mismo. 

Realizado un análisis de los controles existentes se pudo evidenciar ineficacias en éstos, 

análisis que llevaría a plantear nuevas soluciones para mejorar en ciertos aspectos para que éstos 

logren la eficacia total en el territorio nacional. 

 

Palabras clave: autonomía, administración de recursos, controles, efectividad, 

contratación estatal. 
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Abstract 

This trial aims to establish the effectiveness of the existing controls on the autonomy of the 

State in the administration of resources in state procurement in Colombia. To this end, the 

importance of the proper administration of State resources was analyzed, then the concept of State 

autonomy in State procurement processes was examined, Subsequently, reference was made to the 

existing controls on the autonomy of the State in public procurement in Colombia and, finally, the 

effectiveness of these controls was demonstrated. 

The present essay is of a critical type, since, from the research carried out, the necessary 

foundation is given to support the position presented in it. 

An analysis of the existing controls showed that they were ineffective, an analysis that 

would lead us to consider new solutions to improve certain aspects so that they achieve total 

effectiveness in the national territory. 

 

Key words: autonomy, resource management, controls, effectiveness, state procurement. 

 

 

 

 

 



7 
 

Introducción 

El presente ensayo tiene como propósito exponer que, pese a los controles de la autonomía 

del Estado en la administración de los recursos en la contratación estatal en Colombia, se presentan 

vacíos que permiten situaciones de corrupción. Así las cosas, se da lugar a que se presente el riesgo 

de que los recursos del Estado no cumplan con su propósito de satisfacer las necesidades de la 

población, ya que mediante la contratación estatal y con ayuda de estos recursos se da lugar a las 

obras, bienes y servicios. 

La Constitución Política de Colombia establece postulados frente a los fines que debe 

cumplir el Estado, los cuales se cumplen por medio de la contratación estatal. 

Conforme al postulado constitucional es deber del Estado administrar los recursos de forma 

correcta y para ello existen diferentes controles que encausan dicha administración y evitan que 

los mismos se pierdan, malgasten o terminen en manos inescrupulosas, así las cosas, su autonomía 

no es absoluta. Los controles en mención tienen sustento constitucional, legal y jurisprudencial 

que ha sido de gran ayuda para poder aplicar correctamente dichas normas. 

En efecto diferentes doctrinantes se han enfocado en el estudio de algunos de los controles 

a la autonomía del Estado y éstos han evidenciado los vacíos que aquellos presentan, no dejando 

de lado que tienen también muchas cualidades que permiten que dichos controles no sean 

totalmente ineficaces en cierta medida. 

Dentro de los controles analizados por éstos se encuentran por ejemplo el control político, 

el control fiscal, el control disciplinario, el control al Plan de Desarrollo, las veedurías ciudadanas, 

entre otros.  
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Pregunta Problema 

Analizando la doctrina, jurisprudencia y normatividad relevante frente a la contratación 

estatal en el país, me surge la pregunta si ¿son eficaces los controles existentes a la autonomía del 

Estado en la administración de los recursos en la contratación estatal en Colombia? 
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Objetivo General 

Una vez verificada la doctrina, jurisprudencia y normatividad existente en el país en el 

marco de la contratación estatal, se deberá establecer si son eficaces los controles existentes a la 

autonomía del Estado, en la administración de los recursos en la contratación estatal en Colombia. 

 

 

Objetivos Específicos 

• Analizar la importancia de la correcta administración de los recursos del Estado.  

• Examinar el concepto de autonomía del Estado en los procesos de contratación estatal. 

• Evidenciar la efectividad de los controles existentes a la contratación estatal en Colombia. 
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Metodología de la Investigación 

El tipo de investigación que se llevará a cabo en el presente ensayo es de tipo cualitativo, 

en razón a que en la misma se necesita profundizar en la información para poder realizar un 

correcto análisis de ésta; así las cosas, se utilizará el método de investigación descriptivo. 

(Sampieri, 1997, p.279) 

La técnica de investigación que se utilizó fue revisión bibliográfica y documental, al ser 

una temática que contiene prácticamente la totalidad de información en fuentes como libros, 

documentos, normas y sentencias; y, también se utilizó la técnica de la entrevista. 

La investigación, se abordó en cuatro fases, las cuales son:  

1. Se inició la búsqueda de información en las fuentes bibliográficas y documentales. 

2. Se realizó entrevista y se extractó la información pertinente. 

3. Se elaboró la caracterización y contrastación de la información. 

4. Se produjeron conclusiones. 
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Discusión 

Importancia de la Correcta Administración de los Recursos del Estado 

La Constitución Política de Colombia de 1991, como norma de normas, establece en su 

artículo 2° los fines del Estado, dentro de los cuales encontramos “servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución…” (Constitución Política de Colombia, 1991) 

Ahora bien, para el cumplimiento de los fines del Estado se requiere contratar bienes y 

servicios (Corte Constitucional, Sentencia C-449/92, 1992). Por tal motivo las autoridades en 

cumplimiento de lo estipulado en el artículo 209 de nuestra carta política deben encausar sus 

actuaciones para cumplir con dichos fines. (Constitución Política de Colombia, 1991)  

Quienes adelantan dichos procesos de contratación estatal, deben tener claro que al 

momento de cumplir con esta obligación constitucional deben velar para que la inversión de dichos 

recursos se acorde con lo establecido en el artículo 2° de la norma constitucional. Lo anterior 

deberá dar como resultado positivo la satisfacción de las necesidades de la población. (Suárez, et 

al., 2016, pp.4-5) 

La Constitución Política en su artículo 209 establece que la función administrativa debe 

basarse en “…los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 

y publicidad…” (Constitución Política de Colombia, 1991).  Estos principios constitucionales 

deben aplicarse en concurrencia con los principios rectores en materia de planeación, los cuales 

son la legalidad, la transparencia, la publicidad, la eficacia y la eficiencia. (Aponte, 2014) 

A pesar de que la contratación estatal cuenta con principios rectores que tienden a optimizar 

la ejecución del gasto público, se evidencian irregularidades que desdibujan la posibilidad de que 
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los mismos cumplan con el fin esperado para ellos (Salvane & Lizarazo, 2017, p.13). Lo anterior 

tiene como consecuencias la perdida de la conciencia de la función real de los servidores públicos 

(que es servir a la comunidad) (Carvajal, 2015, p.9), desatendiéndose principios establecidos en el 

artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, particularmente, buena fe, moralidad, eficacia y economía. 

La autonomía de la voluntad en la administración radica en la obligatoriedad de celebrar 

aquellos contratos que beneficien a la comunidad; por tanto, para la administración es importante 

atender el interés general por encima del interés del contratista (Bayona, 2013, p.13). Dicha 

autonomía ha evolucionado en el campo del derecho, hasta llegar a manifestarse en la actualidad 

por medio de mecanismos presupuestales, procesales y administrativos, que pretenden lograr el 

objetivo fundamental de conservar la transparencia en el gasto público. (Bayona, 2013, p.12) 

Autonomía del Estado en los Procesos de Contratación Estatal 

La Corte Constitucional en Sentencia C-128 de 2003, estableció que los servidores públicos 

al momento de actuar dentro de los procesos de contratación estatal deben velar por el 

cumplimiento del interés general, en concordancia con aquello que solamente la norma les permita. 

Por tanto, frente a cualquier acto contrario se estaría ante una actuación indebida, la cual daría 

lugar al incumplimiento por parte de dicho funcionario de sus obligaciones y deberes como 

servidor público. 

La autonomía en la contratación administrativa es función reglada, en razón a que se 

encuentra supeditada a las estipulaciones legales que apliquen en materia de contratación estatal. 

Así las cosas, la autonomía tiene ciertos límites dados por el derecho público. (Corte 

Constitucional, Sentencia C-154/97, 1997) 
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Nuestra Constitución Política en su artículo 1° establece que la forma en la que está 

organizada nuestra República es unitaria y descentralizada; además, establece que las entidades 

territoriales gozan de autonomía para cumplir con las funciones que se les ha encomendado y las 

que el Estado les asigne (Constitución Política de Colombia, 1991); pero no gozan de una 

autonomía absoluta, debido al principio de Estado unitario, que se encuentra establecido en ese 

mismo artículo. La autonomía que se le ha reconocido a estas autoridades no puede afectar la 

unidad política del Estado, al no tener potestades soberanas, por tanto, no gozan de potestad 

legislativa, sus funciones son administrativas, las normas que sus corporaciones públicas de 

elección popular expiden no tienen fuerza ni rango de ley, encontrándose así sometidos a la 

Constitución y a las leyes de la República (Corte Constitucional, Sentencia C-119/20, 2020). 

Dichas entidades darán aplicación a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, 

tal como se establece en artículo 288 de la Constitución Política. (Cortés, 2019, p.5) 

La Corte Constitucional en Sentencia C- 983 de 2005, nos da una definición clara de los 

tres principios mencionados anteriormente, así:  

El principio de coordinación del que trata el numeral 10 del artículo 3 de la Ley 1437 de 

2011 y que se desarrolla de manera jurisprudencial en la sentencia en cita establece que los 

distintos niveles territoriales deben mantener una comunicación frente a la forma de armonizar las 

políticas que se van a implementar para conseguir el cumplimiento de los fines del Estado. (Corte 

Constitucional, Sentencia C-983/05, 2005) 

El principio de concurrencia, lo define como aquel en el cual la Nación debe estar atenta a 

la forma en que operan las entidades territoriales y apoyarlas; además, determina la obligación que 

tienen dichas autoridades territoriales en cuanto a la forma de ayuda solidaria para poder cumplir 
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los fines del Estado de forma conjunta, en especial dicha ayuda debe ser brindada a aquellas que 

se encuentran en menor capacidad de hacerlo. (Corte Constitucional, Sentencia C-983/05, 2005) 

Finalmente, al tratar el principio de subsidiariedad, la sentencia hace referencia a que este 

principio es el que está más íntimamente conectado con los mencionados anteriormente. 

Asimismo, menciona que el Estado solamente intervendrá cuando deba satisfacer necesidades 

básicas, lo anterior no operará cuando los individuos puedan satisfacerlas por sí mismos. El 

principio de subsidiariedad debe entenderse entonces como la obligación que tiene el Estado de 

apoyar a entidades que así lo requieran cuando estas no puedan cumplir con su fin en los términos 

de la norma. (Corte Constitucional, Sentencia C-983/05, 2005) 

La Sentencia C- 119 de 2020 de la Corte Constitucional, determina que la gestión de los 

intereses de las autoridades territoriales debe ir acorde con las leyes de la República 

particularmente en lo relativo a los instrumentos de gestión administrativa, tales como planeación, 

presupuesto y contratación; además, sus funciones públicas están sometidas a los controles 

judiciales y administrativos. (Corte Constitucional, Sentencia C-119/20, 2020) 

Reiterando lo anterior la Universidad Externado de Colombia, aporta en la citada sentencia 

que la autonomía de las entidades territoriales tiene lugar en “…la identificación de las 

necesidades, planeación y presupuesto, así como en el ciclo de ejecución y liquidación del contrato, 

mas no en el ciclo de selección y adjudicación…” y lo justifica en razón a que la autonomía del 

Estado está en qué y cómo contratar mas no en quién contratará. (Corte Constitucional, Sentencia 

C-119/20, 2020) 

Aunado con lo anterior el Consejo de Estado en Concepto del 13 de agosto de 2009 expresó 

que “…la autonomía de la voluntad conlleva la libertad de decidir si se contrata o no y de 



15 
 

seleccionar libremente al contratante, facultades de las que carece, como regla general la 

administración.” (Bayona, 2013, p.2)  

Controles Existentes a la Autonomía del Estado frente a la Administración de los Recursos 

en la Contratación Estatal en Colombia 

Control Político 

El control político busca principalmente un equilibrio de poderes y se realiza en nombre 

de la opinión pública, para exigir al Gobierno que desarrolle de forma transparente el ejercicio del 

poder y su gestión e impone que sus actuaciones sean conforme a la ley; además, reclama la 

responsabilidad política de quienes son elegidos mediante voto popular y su equipo de gobierno. 

(Rincón, 2013, p.3) 

Este control se ejerce por medio de “citaciones y debates, nombrando comisiones 

investigadoras, requiriendo informes al gobierno, empleando la moción de censura, aprobando el 

presupuesto nacional, etc.…” (Rincón, 2013, p.4) 

Desde su aparición se estableció dicho control para ser ejercido por el Congreso de la 

República al Gobierno Nacional, pero luego se habilitó para las Asambleas departamentales y los 

Concejos, las primeras para controlar a los gobernadores y los segundos a los alcaldes. (Rincón, 

2013, p.1) 

El artículo 138 de nuestra Constitución el cual establece que el Congreso posee la función 

del control político, la cual puede ejercer todo el tiempo. (Constitución Política de Colombia, 1991) 

El artículo 3 del acto legislativo 1 de 2007, el cual modificó el artículo 299 de la 

Constitución Política, estableció que sobre la administración departamental ejercería el control 

político la Asamblea departamental. 
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El artículo 5 del acto legislativo 1 de 2007, el cual modificó el artículo 312 de la 

Constitución Política, determinó que sobre la administración municipal ejercerá el control político 

el Concejo municipal, el cual al ejercer dicho control propenderá por el desarrollo del territorio. 

(Zapata, 2016, p.21)   

En los departamentos y municipios dicho control político se ejerce sobre los aspectos 

básicos de la gestión municipal los cuales están enmarcados dentro de lo establecido en el 

programa de gobierno (Rincón, 2013, p.7) 

La moción de censura, a pesar de ser propia de los gobiernos parlamentarios se instauró en 

nuestro país al considerarse el medio más efectivo de control para ministros, directores de 

departamentos administrativos o superintendentes que no hayan cumplido sus funciones. (Rincón, 

2013, p.9) 

El Congreso de la República, está facultado para solicitar informes a algunos servidores 

públicos acerca del desempeño que ha tenido durante su gestión en dicho cargo que ocupe. La 

obligación que tienen algunos servidores de presentar esos informes se fundamenta 

constitucionalmente así: el Presidente de la República en cumplimiento del artículo 189 numeral 

12 y los artículos 212-215 según sea el caso, los ministros, directores de departamentos 

administrativos y el Contralor General de la República en razón al artículo 268 numerales 7 y 11, 

el Procurador General de la Nación fundando en el artículo 277 numeral 9 y del Defensor del 

Pueblo en el artículo 282. (Rincón, 2013, pp.9-10) 

El control presupuestal, se funda en esa tarea de evaluar el comportamiento del ejecutivo 

frente al gasto público y la inversión social, además, teniendo en cuenta el artículo 346 de la 
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Constitución Política, el Gobierno debe formular cada año el presupuesto de rentas y la ley de 

apropiaciones y éste debe ser estudiado y aprobado por el Congreso. (Rincón, 2013, p.11) 

Las asambleas departamentales ejercen el control político realizando requerimientos y 

citaciones a los secretarios del despacho del gobernador y mediante la moción de censura, en razón 

a asuntos propios de las funciones de su cargo o por inasistencia a los requerimientos y citaciones 

mencionados, dicha moción debe ser presentada por la tercera parte de los miembros de la 

asamblea se votará entre el tercero y el décimo día luego de la finalización del debate en audiencia 

pública y para ser aprobada debe existir un voto afirmativo de las dos terceras partes de los 

diputados y una vez aprobada se separa del cargo a dicho funcionario, si no se aprueba no se podrá 

promover de nuevo sobre la misma materia. (Lozano, 2009, p.11) 

Los concejos ejercen el control mediante tres instrumentos, el primero es citar a los 

secretarios del despacho del alcalde a las sesiones, para que contesten algunas preguntas que 

previamente les fueron enviadas; el segundo es la moción de observación, la cual tiene lugar 

cuando los secretarios no asistan a una sesión sin justificación alguna y finalmente la moción de 

censura, en la cual el concejo en pleno toma la decisión retirar del cargo a un secretario del 

despacho del alcalde. (Zapata, 2016, p.23) 

Control Fiscal 

El control fiscal o control externo está concebido en nuestro ordenamiento como una 

función pública ejercida por la Contraloría General de la República y consiste en vigilar la gestión 

fiscal de aquellos que administran los fondos y bienes del Estado. (Orozco, 2017, p.6) 

Mediante este control se busca garantizar el cumplimiento de lo establecido en la Carta 

política en lo referente a la administración de los recursos del Estado. (Orozco, 2017, p.6) 
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Este control estudia la legalidad de las actuaciones financieras, la eficacia, eficiencia y 

economía al momento de ejecutarse las políticas, programas y proyectos y además que se cumplan 

los objetivos que tienen los mismos. (Orozco, 2017, p.7)   

El control fiscal se encuentra fundado en la responsabilidad que tienen los gobiernos de 

rendir cuentas a sus ciudadanos frente a la administración que ejercen sobre los recursos del 

Estado, siendo así transparente dicha gestión y limitándose en cierta medida el poder del que gozan 

dichos servidores públicos. (Orozco, 2017, p.8) 

La Contraloría General de la República, las Contralorías departamentales, distritales y 

municipales y la Auditoría General de la República, son los órganos autónomos e independientes 

que ejercen el control fiscal. (Orozco, 2017, p.12)   

Según lo establecido por la Corte Constitucional se establecen como fines de la función 

pública del control fiscal los siguientes:  

(i) Proteger el patrimonio público; (ii) garantizar la transparencia y el acatamiento de los 

principios de moralidad administrativa en las operaciones relacionadas con el manejo y uso 

de los bienes y los recursos públicos; (iii) verificar la eficiencia y eficacia de la 

administración para cumplir los fines del Estado. Desde hace ya varios años, la 

jurisprudencia reiterada de este tribunal deja en claro que el proceso de responsabilidad 

fiscal es netamente administrativo. Este proceso busca determinar y, si es del caso, declarar 

la responsabilidad fiscal del servidor público o del particular, sobre la base de un 

detrimento patrimonial (daño) imputable a una conducta culpable (dolo o culpa grave) de 

éste, habiendo un nexo causal entre ambos (Sentencia C-512 de 2013, p. 3). (Orozco, 2017, 

pp.12-13) 
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Se puede dar lugar a un proceso de responsabilidad fiscal cuando dichos servidores 

públicos no cumplan con lo establecido para la correcta gestión de los recursos del Estado, dándose 

lugar a que se establezca dicha responsabilidad y producto de ello se impongan las sanciones 

pecuniarias que tengan lugar, se recaude dicho monto y se ejerza la jurisdicción coactiva sobre los 

alcances deducidos de la misma, buscándose así que se resarzan los daños ocasionados al 

patrimonio público. (Orozco, 2017, pp.16-17) 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 267 de la Constitución Política, dicho 

control se realiza tanto de forma posterior como preventiva y concomitante, logrando así proteger 

en mayor medida los recursos del Estado, al darse un mayor seguimiento a la contratación. 

(Constitución Política de Colombia, 1991) 

Cada año la Contraloría General de la República establece un Plan de vigilancia y control 

fiscal, en el cual se define el camino a seguir en el ejercicio del control fiscal, los sujetos de control 

fiscal y la programación de las actuaciones de fiscalización, ya sean auditorías o actuaciones 

especiales según el caso. (Contraloría General de la República, 2020, p.32) 

Control Disciplinario 

Éste control lo ejerce el Ministerio Público y tal como lo establece el artículo 118 de la 

Constitución Política, está compuesto por el Procurador General de la Nación, el Defensor del 

Pueblo, los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades 

jurisdiccionales, los personeros municipales y demás funcionarios que determine la ley. Además, 

dicho artículo determina tres funciones clave que tienen estos funcionarios, la primera es guardar 

y promover los derechos humanos, la segunda consiste en proteger el interés público y la última 

vigilar la conducta oficial de los funcionarios públicos. (Constitución Política de Colombia, 1991) 
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Teniendo presente la última función mencionada en el párrafo anterior, es necesario hacer 

énfasis en el artículo 277 de la Carta Constitucional, el cual determina las funciones específicas 

del Procurador General de la Nación, en el numeral 6 establece que éste debe “…Ejercer vigilancia 

superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección 

popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones 

correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley…” (Constitución Política 

de Colombia, 1991)  

El control disciplinario se ha visto como un derecho administrativo sancionador, 

consistente en que un funcionario responsable será objeto de sanción, decisión que debe tener un 

control posterior el cual es ejercido por la rama judicial. (Gómez & Urrego, 2019, p.23) 

La Ley 734 de 2002, es el Código Disciplinario único y establece en su artículo 23 las 

conductas o comportamientos de los servidores públicos que serán disciplinables si se da lugar al 

“…incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, 

prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 

conflicto de intereses”.  

El Código Disciplinario único establece entre otras conductas algunas que van en contra 

de la correcta administración de los recursos del Estado, las cuales se encuentran establecidas en 

los numerales 20 al 28 del artículo 48 de ese código, buscándose así proteger la administración 

eficiente de dichos recursos. (Pineda, 2013, p.1) 
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Plan de Desarrollo 

El Plan de desarrollo ha sido definido por el Departamento Nacional de Planeación como 

un “instrumento formal y legal por medio del cual se trazan los objetivos del Gobierno permitiendo 

la subsecuente evaluación de su gestión.”. (Cardona, 2017, p.23) 

El Plan Nacional de desarrollo es un documento guía el cual tiene definidos los objetivos 

del Gobierno y los programas, inversiones y metas para ese cuatrienio; además, permite que sean 

evaluados sus resultados garantizándose un manejo transparente de los recursos. (Departamento 

Nacional de Planeación, 2018b)  

Nuestra Constitución Política en su artículo 339 establece la necesidad de un Plan Nacional 

de Desarrollo, el cual debe tener una parte general, que contendrá los propósitos y objetivos 

nacionales de largo plazo, las metas y prioridades a mediano plazo y las estrategias y orientaciones 

generales de la política económica, social y ambiental, las cuales adoptará el Gobierno y un plan 

de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. Dicho plan deberá ser elaborado en 

forma conjunta por el Gobierno, las autoridades de planeación, las entidades territoriales y el 

Consejo Superior de la Judicatura. (Cancillería, Ministerio de Relaciones Exteriores, 2010-2014, 

p.4)   

El artículo mencionado en el párrafo anterior resalta que el plan de inversiones públicas, 

debe incluir los presupuestos plurianuales de los programas y proyectos que se van a desarrollar a 

nivel nacional y los correspondientes recursos que se necesitan para ejecutarse los mismos, de 

forma que sea fiscalmente sostenible. (Cancillería, Ministerio de Relaciones Exteriores, 2010-

2014, p.5)  
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La planeación nacional se encuentra en cabeza del presidente de la República, pero cuenta 

con la ayuda del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), el cual está 

integrado por los ministros de despacho, el Director del Departamento Nacional de Planeación y 

los Directores de Departamentos Administrativos para asuntos de su competencia y tiene la 

función de aprobar el proyecto del Plan Nacional de Desarrollo que será presentado al Congreso. 

(Departamento Nacional de Planeación, 2018ª, p.28) 

El Departamento Nacional de Planeación es quién se encarga de coordinar la elaboración 

del Plan Nacional de Desarrollo con los ministerios, departamentos administrativos, entidades 

territoriales, regiones administrativas y de planificación y el Consejo Superior de la Judicatura. 

Además, el Director del Departamento Nacional de Planeación tiene también como función 

asesorar al Congreso cuando éste esté analizando el proyecto del Plan Nacional de Desarrollo y 

podrá ser designado por el Presidente de la República para presentar el Plan ante la Comisión de 

asuntos económicos.  (Departamento Nacional de Planeación, 2018ª, p.29) 

 El Ministerio del Interior tiene una tarea fundamental y ésta consiste en realizar a través 

de la Dirección de Consulta Previa dicha Consulta a las comunidades indígenas y tribales para 

también tener en cuenta a las mismas en el desarrollo del Plan Nacional de Desarrollo en los 

asuntos en que puedan ser afectadas. (Departamento Nacional de Planeación, 2018ª, p.30) 

Las entidades territoriales también deben elaborar sus planes de desarrollo, teniendo en 

cuenta lo definido por el Plan Nacional de desarrollo sin perjuicio de su autonomía tal como lo 

establece el artículo 32 de la Ley 152 de 1994, cuyo contenido tendrá dos partes, una estratégica y 

la otra será un plan de inversiones de mediano y corto plazo, buscando utilizar eficientemente los 

recursos y cumplir con las funciones que se les ha encomendado legalmente. (Cancillería, 

Ministerio de Relaciones Exteriores, 2010-2014, p.5)  
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El proyecto del Plan Nacional de desarrollo debe ser presentado por parte del Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público al Congreso de la República para su estudio y posterior aprobación, 

(Departamento Nacional de Planeación, 2018ª, p.31) dentro de los seis meses siguientes a haber 

iniciado el período presidencial,  (Departamento Nacional de Planeación, 2018ª, p.76)  

materializándose así dos principios fundamentales el primero es el principio de participación 

democrática y el segundo el principio de representación política, velando así porque se busque con 

dicho plan satisfacer las necesidades de la población. (Departamento Nacional de Planeación, 

2018ª, p.73)   

Durante el proceso de aprobación del proyecto del Plan Nacional de Desarrollo se da lugar 

a dos debates, los cuales se encuentran establecidos en los artículos 20 y 21 de la Ley 152 de 1994, 

en el primero será ante las comisiones de asuntos económicos del Senado de la República y de la 

Cámara de Representantes (Comisiones terceras y cuartas) y en sesión conjunta se dará el debate 

en un término de cuarenta y cinco días, que no puede ser prorrogado, además, de éste debate se 

debe realizar un informe que contenga lo considerado en el mismo y será remitido a cada una de 

las Cámaras; el segundo debate se dará en cada una de las Cámaras en sesión plenaria las cuales 

decidirán sobre el proyecto del plan en un término igual al del primer debate y si se toma la decisión 

de aprobar el proyecto se expedirá una ley ordinaria. (Departamento Nacional de Planeación, 

2018ª, p.74)   

Durante este proceso podrá el Congreso y el Gobierno Nacional realizar modificaciones a 

dicho plan, teniendo en cuenta lo permitido para tal fin, tal como lo establece el artículo 22 de la 

de la Ley 152 de 1994.  

El Presidente de la República debe presentar, al inicio de cada legislatura, un informe al 

Congreso, donde se evidencie la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y de sus componentes, 
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también debe elaborar uno sobre como está dando cumplimiento al plan de inversiones públicas 

que fue aprobado en el plan de desarrollo, tal como lo establece el artículo 30 de la Ley 152 de 

1994. 

Los planes de desarrollo departamentales serán aprobados por las Asambleas y los planes 

de desarrollo municipales y distritales serán aprobados por los Concejos, tal como se establece en 

el artículo 40 de la Ley 152 de 1994. 

El proyecto del Plan de Desarrollo Departamental debe ser remitido a la Corporación 

Autónoma Regional o de Desarrollo Sostenible y al Consejo Territorial de Planeación para que 

emitan su concepto frente al mismo y den sus recomendaciones, luego de esto el gobernador 

remitirá el proyecto a la Asamblea Departamental para su estudio y aprobación. (Departamento 

Nacional de Planeación, 2011., pp.112-113) 

En el trámite de evaluación y aprobación por parte de las Asambleas Departamentales se 

llevan a cabo tres debates, el primero se realiza ante la Comisión del Plan, que puede declararse 

en sesión permanente, en dicho debate se va a realizar el análisis del proyecto y al finalizar se 

elabora un informe y los dos debates siguientes se realizan en sesiones plenarias, en las cuales se 

discute el proyecto y se toman decisiones frente al mismo (Departamento Nacional de Planeación, 

2011., p.114), si la Asamblea decide aprobar el proyecto emitirá una Ordenanza, tal y como se 

encuentra determinado en el numeral 3 del artículo 300 de la Carta política. (Constitución Política 

de Colombia, 1991)  

Los Concejos al evaluar el proyecto del Plan de Desarrollo deben realizar dos debates, el 

primer debate se lleva a cabo en la Comisión del Plan, la cual puede declararse en sesión 

permanente, allí se llevará a cabo el análisis respectivo y al finalizar éste se elabora un informe, el 
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segundo debate se realiza en sesión plenaria y en éste se discute el proyecto y se toman decisiones 

frente a éste, si se aprueba el proyecto se emitirá un Acuerdo que será remitido al alcalde para su 

perfeccionamiento y correspondiente publicación. (Departamento Nacional de Planeación, 2014-

2018, p.2) 

Si transcurren más de los cuatro meses establecidos para la aprobación del proyecto del 

Plan de Desarrollo y la Asamblea o el Concejo, según sea el caso, no haya adoptado ninguna 

decisión el gobernador o alcalde puede adoptar el Plan mediante decreto, con fundamento en el 

artículo 40 de la Ley 152 de 1994.  

Existe un control al Plan de Desarrollo por parte de Control interno en cada entidad, 

atendiendo a esto el objetivo fundamental de Control interno a nivel nacional, departamental y 

municipal es hacer un seguimiento a los procesos y procedimientos, lo cual conduce al logro de 

los fines esenciales del Estado. Todo actuar administrativo tiene una razón de ser en sus áreas 

misionales, de apoyo, estratégicas y de evaluación; el Control interno se sitúa en las áreas de 

evaluación, en las cuales se hace el seguimiento a cada una de las metas propuestas dentro del Plan 

de Desarrollo, por medio de sus planes de acción y de las matrices de seguimiento que se destinan 

para tal fin y se aprueban por medio de acto administrativo. (M. C. Rubio, comunicación personal, 

17 de diciembre de 2020) 

El encargado de hacer dicho control es el jefe de la oficina de Control interno y en las 

entidades más pequeñas el mismo depende de la secretaría de planeación, la cual tiene la función 

de Control interno y esta la cumple el profesional de apoyo en el área de control interno. (M. C. 

Rubio, comunicación personal, 17 de diciembre de 2020) 



26 
 

El control se hace permanentemente; sin embargo, por medio de el Plan anual de auditorías, 

se especifica que en cada cuatrimestre se realiza un corte y se un seguimiento a las metas del Plan 

de Desarrollo. (M. C. Rubio, comunicación personal, 17 de diciembre de 2020) 

Así mismo, ese Plan anual de interventorías, que es elaborado por la Secretaría de 

planeación y Control interno, pasa a un estudio de aprobación por parte del comité de Control 

interno y luego de acuerdo a las fechas establecidas dentro del cronograma para cada corte se hacen 

los requerimientos de la información a la Secretaría de planeación (quien tiene la función de hacer 

el seguimiento al Plan de Desarrollo), allí Control interno verifica el seguimiento que hace la 

Secretaría de planeación y le da alertas tempranas de baja difusión física o baja ejecución 

financiera de las metas propuestas en el Plan de Desarrollo. (M. C. Rubio, comunicación personal, 

17 de diciembre de 2020) 

Para hacer este seguimiento se requiere de los Planes de acción que se programan para la 

vigencia y los Planes de acción ejecutados, compuestos por la meta, la ejecución física y la 

ejecución financiera. Este plan se revisa de forma general y especialmente se verifican las metas 

que están propuestas; por ejemplo, si se establecen unas metas para junio y el responsable de 

control interno ve en el corte de septiembre que no se han ejecutado se genera la alerta temprana 

de baja ejecución física y financiera de dicha meta, luego de esto se emite el informe y el concepto, 

el cual se envía a la alta dirección que es la responsable de todo el sistema de Control interno y allí 

se toman las acciones correctivas por medio del Plan de mejoramiento. (M. C. Rubio, 

comunicación personal, 17 de diciembre de 2020) 

El Decreto 1499 del 2017 introdujo dentro del Modelo Integrado de Planeación y Gestión 

(MIPG) el sistema de Desarrollo administrativo y el sistema de Control interno, compilando todas 

las políticas de desarrollo administrativo, teniendo como base el talento humano, la planeación 
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estratégica, la generación y captación del conocimiento de sus servidores, entre otros. (M. C. 

Rubio, comunicación personal, 17 de diciembre de 2020) 

Existe una dimensión específica para el sistema de Control interno, la cual es la sétima y 

esta se articulan los dos sistemas y se propende porque todo el modelo se esté llevando a cabo de 

la mejor manera; además, de ésta dimensión se derivan otras actividades y políticas que en su 

momento recogió el Modelo Estándar de Control Interno (MECI) en su actualización de la Ley 

943 de 2014, por ejemplo las normas, políticas, planes, proyectos, procesos y procedimientos las 

compila en la segunda dimensión que es la de direccionamiento estratégico que también fue el 

componente de direccionamiento de dicho Modelo Estándar. Es así como el sistema de control 

interno actuando bajo tres líneas de defensa y una línea estratégica se introduce dentro del resto 

del sistema articulado, para así brindar la cobertura y seguimiento total a la ejecución y a la 

implementación de todas y cada una de las políticas del Modelo Integrado de Planeación y Gestión 

(MIPG). (M. C. Rubio, comunicación personal, 17 de diciembre de 2020) 

Veedurías Ciudadanas 

La Constitución Política en su artículo 40 establece que todos los ciudadanos tienen 

derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. (Constitución 

Política de Colombia, 1991) 

Cuando un ciudadano considera que puede presentarse algún tipo de irregularidad por parte 

de un servidor público, puede presentar una queja disciplinaria, para que la autoridad competente 

decida si existe algún tipo de responsabilidad de dicho funcionario. (Gómez & Urrego, 2019, p.7) 

La Ley 850 de 2003 en su artículo 6 reglamenta lo referente a las veedurías ciudadanas y 

dentro de los objetivos de éstas se encuentran: “…a)Fortalecer los mecanismos de control contra 
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la corrupción en la gestión pública y la contratación estatal; b) Fortalecer los procesos de 

participación ciudadana y comunitaria en la toma de decisiones, en la gestión de los asuntos que 

les atañen y en el seguimiento y control de los proyectos de inversión; c) Apoyar las labores de las 

personerías municipales en la promoción y fortalecimiento de los procesos de participación 

ciudadana y comunitaria; d) Velar por los intereses de las comunidades como beneficiarios de la 

acción pública; e) Propender por el cumplimiento de los principios constitucionales que rigen la 

función pública; f) Entablar una relación constante entre los particulares y la administración por 

ser este un elemento esencial para evitar los abusos de poder y la parcialización excluyente de los 

gobernantes; g) Democratizar la administración pública; h) Promocionar el liderazgo y la 

participación ciudadana.”.  

Eficacia de los Controles a la Autonomía del Estado frente a la Administración de los 

Recursos en la Contratación Estatal en Colombia  

El control político presenta diferentes falencias, dentro de las cuales se encuentra el hecho 

de que este debe hacerse en relación con las funciones del cargo de forma disciplinaria o 

administrativa, pero no pueden influir en ningún caso las afinidades personales y es muy difícil 

que esto suceda realmente. (Sepúlveda et al., 2019, p.6) 

Otra situación que se ha convertido en fuente de preocupación es el hecho de que al 

controlar el poder pueden darse abusos en dicho control, al darse una actitud pasiva frente a la 

corrupción, dada esta por acuerdos entre quienes ejercen el control y la administración; tampoco 

es claro quién controla a éstos al ejercer su control. (Sepúlveda et al., 2019, p.6) 

Finalmente existe una problemática en la falta de conocimiento de los requisitos 

sustanciales y de procedimiento por parte de los concejos municipales para llevar a cabo la moción 

de censura. (Sepúlveda et al., 2019, p.6) 
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El control fiscal también presenta ciertas problemáticas, una de ellas se da con relación a 

la falta de capacidad tanto técnica como operativa de la Contraloría General de la República para 

auditar la totalidad de entidades y de recursos públicos a nivel nacional, esto al no contar en un 

cien por ciento con el personal necesario que cuente con todos los conocimientos, experticia y 

capacitación necesarios para realizar dicho control, además, de que no se cuenta con la cantidad 

necesaria de estos profesionales para controlar la totalidad de entidades y recursos que deben ser 

objeto de dicho control, siendo así éste se da de forma selectiva, definiéndose en el Plan de 

vigilancia y control fiscal las entidades y recursos susceptibles del control en dicho año. 

(Contraloría General de la República, 2020, p.33) 

En el Informe de Gestión 2019-2020, la Contraloría presentó las algunas tablas, de las 

cuales se evidencia lo siguiente: 

 

 

 

 

Tabla No. 1 – Cobertura sujetos de control fiscal 2019 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.34) 
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Tabla No. 2 – Cobertura sujetos de control fiscal 2020 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.36) 

La cobertura de los sujetos de control fiscal en el año 2019 se hizo sobre 8 sectores, dentro 

de los cuales se encuentra que en el sector agropecuario los sujetos sectorizados son 65, 18 sujetos 

acreditados, con una cobertura del 27,7%, en el sector de defensa, justicia y seguridad se presentan 

39 sujetos sectorizados, 22 sujetos auditados, para un porcentaje de cobertura de 56,4%, en el 

sector de la gestión pública hubo 80 sujetos sectorizados, 30 auditados, encontrándose una 

cobertura del 37,5%, en el sector de infraestructura se presentan 136 sujetos sectorizados, 43 

sujetos auditados, para una cobertura del 31,6%, en el sector del medio ambiente los sujetos 

sectorizados son 48, 32 sujetos auditados, para una cobertura de 66,7%, en el sector de minas y 

energía se evidencian 46 sujetos sectorizados, 23 sujetos auditados, para una cobertura del 50,0%, 
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en el sector social hay 163 sujetos sectorizados, 40 sujetos auditados para una cobertura del 24,5% 

y en los entes territoriales hubo 1.134 sujetos sectorizados, 287 auditados, dándose así una 

cobertura del 25,3%. (Contraloría General de la República, 2020, pp.34, 36) 

En el año 2020, la cobertura de los sujetos de control fiscal tiene lugar sobre quince (15) 

sectores, dentro de los cuales se incluyen el sector agropecuario, en el cual hay 64 sujetos 

sectorizados, 17 sujetos a auditar, dándose una cobertura del 26,6%, bajando dicha cobertura en 

un 1,1%, el sector de la gestión pública con 82 sujetos sectorizados, 32 a auditar, dándose una 

cobertura del 39.0%, mejorándose así la cifra presentada en el año anterior en un 1.5%, el sector 

de infraestructura presenta 25, 10 sujetos a auditar, para una cobertura del 40,0%, incrementándose 

en un 8,4%, el sector del medio ambiente presenta 49 sujetos sectorizados, 22 sujetos a auditar, 

para una cobertura del 44,9%, bajando en un 21,8%, el sector de minas y energía cuenta con 49 

sujetos sectorizados, 37 sujetos a auditar, para un porcentaje de cobertura del 75,5, 

incrementándose en un 25,5%, y en los entes territoriales se evidencian 1.134 sujetos sectorizados, 

150 a auditar, siendo así se da una cobertura del 13,2%, bajándose la cobertura del año anterior en 

un 12.1%. (Contraloría General de la República, 2020, pp.34, 36) 

Además, se analizan en el año 2020  nueve (9) sectores distintos y algunos separados de 

los que se muestran en el año 2019, estos son el sector de comercio y desarrollo regional, el cual 

presenta 83 sujetos sectorizados, 21 sujetos a auditar, para una cobertura del 25,3%, el sector 

justicia, que se encontraba en el sector de defensa y seguridad, presenta 18 sujetos sectorizados, 

14 sujetos a auditar, para una cobertura del 77,8%, el sector de la educación tiene 65 sujetos 

sectorizados, 20 sujetos a auditar, con cobertura del 30,8%, el sector de defensa y seguridad 

presenta 29 sujetos sectorizados, 16 sujetos a auditar, con una cobertura del 55,2%, el sector de la 

inclusión social tiene 9 sujetos sectorizados, 5 sujetos a auditar, cobertura del 55,6%, el sector de 
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la salud presenta 56 sujetos sectorizados, 14 sujetos a auditar, con un porcentaje de cobertura del 

25,0%, el sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones tiene 24 sujetos 

sectorizados, 11 sujetos a auditar, con cobertura del 45,8%, el sector del trabajo tiene 65 sujetos 

sectorizados, 16 sujetos a auditar, con un porcentaje de cobertura del 24,6% y el sector de vivienda 

y saneamiento básico presenta 7 sujetos sectorizados, 5 sujetos a auditar y cobertura del 

71,4%.(Contraloría General de la República, 2020, pp.34, 36)  

 

 

 

 

 

Tabla No. 3 – PVCF 2019 – Auditorías ejecutadas por tipo 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.34) 
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Tabla No. 4 – PVCF 2020 – Auditorías programadas por tipo 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.37) 

Las auditorías ejecutadas por tipo en el año 2019 tuvieron en cuenta ocho (8) sectores, los 

cuales se analizaron bajo cinco (5) tipos de auditoría, en el sector agropecuario se llevaron a cabo 

10 auditorías financieras, 16 de cumplimiento, ninguna de desempeño, 4 actuaciones especiales y 

ningún control excepcional, para un total de 30, en el sector del medio ambiente se llevaron a cabo 

27 auditorías financieras, 12 de cumplimiento, 2 de desempeño, ninguna actuación especial y 

ningún control excepcional, para un total de 41, en el sector de defensa, justicia y seguridad se 

llevaron a cabo 38 auditorías financieras, 28 de cumplimiento, ninguna de desempeño, 4 
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actuaciones especiales y ningún control excepcional, para un total de 70, en el sector de la gestión 

pública e instituciones financieras se llevaron a cabo 24 auditorías financieras, 27 de 

cumplimiento, ninguna de desempeño, 4 actuaciones especiales y 1 control excepcional, para un 

total de 56, en el sector de infraestructura física y telecomunicaciones se llevaron a cabo 29 

auditorías financieras, 16 de cumplimiento, ninguna de desempeño, 4 actuaciones especiales y 6 

controles excepcionales, para un total de 55, en el sector social se llevaron a cabo 40 auditorías 

financieras, 74 de cumplimiento, ninguna de desempeño, 5 actuaciones especiales y 24 controles 

excepcionales, para un total de 143, en el sector de minas y energía se llevaron a cabo 20 auditorías 

financieras, 14 de cumplimiento, ninguna de desempeño, 2 actuaciones especiales y 2 controles 

excepcionales, para un total de 38 y finalmente en el sector de regalías se llevaron a cabo ninguna 

auditoría financiera, ninguna de cumplimiento, ninguna de desempeño, 68 actuaciones especiales 

y ningún control excepcional, para un total de 68. (Contraloría General de la República, 2020, 

pp.34, 37)  

En el año 2020, las auditorías programadas por tipo se tuvieron en cuenta (16) dieciséis 

sectores, que se analizarán bajo cinco (5) tipos de auditoría, en el sector agropecuario, se llevaron 

a cabo 7 auditorías financieras, siendo inferior en 3 en relación con las llevadas a cabo en 2019, 

15 de cumplimiento, siendo inferior en 1 auditoría en contraste con las del año anterior, 1 de 

desempeño, superando el año 2019 que no tuvo ninguna, 1 actuación especial reduciéndose en 3 

las dadas en 2019 y 1 control excepcional, superando al año anterior que no hubo ninguna, para 

total de 25, siendo inferior al año anterior en 5 auditorías, en el sector de medio ambiente, se 

llevaron a cabo 15 auditorías financieras, siendo inferior en 12 auditorías a las llevadas a cabo en 

2019, 10 de cumplimiento, siendo inferior en 6 auditorías conforme a las del año anterior, 2 de 

desempeño, siendo igual al año 2019, 0 actuaciones especiales siendo igual al 2019,  y ningún 
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control excepcional, siendo igual al año anterior, para total de 27, siendo inferior al año anterior 

en 14 auditorías, en el sector de minas y energía, se llevaron a cabo 20 auditorías financieras, 

siendo igual el número a las llevadas a cabo en 2019, 21 de cumplimiento, superando en 7 

auditorías el año anterior, 1 de desempeño, superando el año 2019 que no tuvo ninguna, 0 

actuaciones especiales reduciéndose en 2 las dadas en 2019,  y ningún control excepcional, 

reduciéndose en 2 en relación con el año anterior, para total de 42, mejorando el del año anterior 

en 4 auditorías, en el sector de la gestión pública se llevaron a cabo 29 auditorías financieras, 

superando en 5 auditorías las llevadas a cabo en 2019, 28 de cumplimiento, superando en 1 

auditoría el año anterior, 1 de desempeño, superando el año 2019 que no tuvo ninguna, 0 

actuaciones especiales reduciéndose en 4 las dadas en 2019,  y 1 control excepcional, siendo igual 

al año anterior, para total de 59, mejorando el del año anterior en 3 auditorías y en el sector de la 

unidad de regalías se llevó a cabo 1 auditoría financiera, superando el año anterior que no hubo 

ninguna, 34 de cumplimiento, superando en 34 auditorías el año anterior, 1 de desempeño, 

superando el año 2019 que no tuvo ninguna, 36 actuaciones especiales reduciéndose en 32 las 

dadas en 2019,  y ningún control excepcional, siendo igual al año anterior, para total de 72, 

mejorando el del año anterior en 4 auditorías. (Contraloría General de la República, 2020, pp.34, 

37) 

Además, se analizan en el año 2020 once (11) sectores distintos y algunos separados de los 

que se muestran en el año 2019, estos son el sector del comercio y desarrollo regional, en el que 

se llevaron a cabo 18 auditorías financieras, 8 de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna 

actuación especial y ningún control excepcional, para un total de 27, en el sector de la educación 

se llevaron a cabo 14 auditorías financieras, 80 de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna 

actuación especial y 25 controles excepcionales, para un total de 120, en el sector de la justicia, 
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que se encontraba en sector de defensa y seguridad, se llevaron a cabo 14 auditorías financieras, 9 

de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna actuación especial y ningún control excepcional, para 

un total de 24, en el sector de la inclusión social, se llevaron a cabo 21 auditorías financieras, 30 

de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna actuación especial y 2 controles excepcionales, para 

un total de 54, el sector de defensa y seguridad, se llevaron a cabo 24 auditorías financieras, 15 de 

cumplimiento, 2 de desempeño, 0 actuaciones especiales y 1 control excepcional, para total de 42, 

en el sector de la infraestructura, que se encontraba en el sector de telecomunicaciones, se llevaron 

a cabo 9 auditorías financieras, 6 de cumplimiento, 3 de desempeño, ninguna actuación especial y 

2 controles excepcionales, para un total de 20, en el sector de la salud, se llevaron a cabo 3 

auditorías financieras, 39 de cumplimiento, ninguna de desempeño, ninguna actuación especial y 

ningún control excepcional, para un total de 42, en el sector de las tecnologías de la información, 

se llevaron a cabo 6 auditorías financieras, 4 de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna actuación 

especial y ningún control excepcional, para un total de 11, en el sector del trabajo, se llevaron a 

cabo 5 auditorías financieras, 11 de cumplimiento, ninguna de desempeño, ninguna actuación 

especial y ningún control excepcional, para un total de 16, en el sector de vivienda y saneamiento 

básico se llevaron a cabo 4 auditorías financieras, 12 de cumplimiento, 1 de desempeño, ninguna 

actuación especial y ningún control excepcional, para un total de 17 y en el sector de gerencia 

departamental colegiada de Tolima no llevó a cabo ninguna auditoría financiera, ninguna de 

cumplimiento, ninguna de desempeño, ninguna actuación especial y 1 control excepcional, para 

un total de 1. (Contraloría General de la República, 2020, pp.34, 37)  
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Tabla No. 5 – Cobertura recursos 2019 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.35) 
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Tabla No. 6 – Cobertura de recursos 2020 

Tomado de: (Contraloría General de la República, 2020, p.38) 

La cobertura de los recursos en el año 2019 se realizó sobre diez (10) sectores, en el sector 

agropecuario el total de recursos a auditar por competencia fueron de $5,9 billones los recursos 

auditados fueron $5,3 billones, dándose una cobertura del 88,7%, en el sector de defensa, el total 

de recursos a auditar por competencia fueron de $44,7 billones, los recursos auditados fueron $35,9 

billones, dándose una cobertura del 80,2%, en el sector de la gestión pública en sujetos sectorizados 
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los recursos a auditar por competencia fueron $203,4 billones, $173,5 billones de recursos 

auditados, para una cobertura del 85,3%, en el sector de infraestructura, el total de recursos a 

auditar por competencia fueron de $23,3 billones, los recursos auditados fueron $18,2 billones, 

dándose una cobertura del 78.0%, en el sector de medio ambiente, el total de recursos a auditar por 

competencia fueron de $3,9 billones, los recursos auditados fueron $3,5 billones, dándose una 

cobertura del 90,3%, en el sector de minas y energía, el total de recursos a auditar por competencia 

fueron de $84,2 billones, los recursos auditados fueron $79,3 billones, dándose una cobertura del 

94,2%, en el sector social en sujetos sectorizados, el total de recursos a auditar por competencia 

fueron de $352,8 billones, los recursos auditados fueron $217,9 billones, dándose una cobertura 

del 61,8%, en el sector del Sistema general de participaciones, el total de recursos a auditar por 

competencia fueron de $35,1 billones, los recursos auditados fueron $8,7 billones, dándose una 

cobertura del 25,0%, en la gestión pública en entidades territoriales el total de recursos a auditar 

fue de $7,1 billones, recursos auditados $2,0 billones, para un porcentaje de cobertura de 28,3% y 

en el sector de regalías el total de recursos a auditar por competencia fueron de $32,7 billones, los 

recursos auditados Plan de vigilancia y control fiscal fueron $27,0 billones, dándose una cobertura 

del 82,7%, así las cosas del total de $793,7 billones a auditar por competencia, fueron auditados 

$571,8 billones (Contraloría General de la República, 2020, pp.35, 38)  

En el año 2020, la cobertura de los recursos a auditar, se analizó frente a diecisiete (17) 

sectores, en el sector agropecuario, el recurso total a auditar por competencia es de $6,1 billones, 

el recurso a auditar es de $2,4 billones, para un porcentaje de cobertura del 40,1%, siendo así dicha 

cobertura inferior a la del año anterior en un 48,6%, en el sector de defensa y seguridad, el recurso 

total a auditar por competencia es de $36,5 billones, el recurso a auditar es de $29,8 billones, para 

un porcentaje de cobertura del 81,7%, siendo así dicha cobertura superior a la del año anterior en 
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un 1,5%, en el caso de la gestión pública en entidades sectorizadas los recursos a auditar por 

competencia $155,6 billones, $143,9 billones en recursos a auditar, lográndose una cobertura de 

92,5%, mejorándose en un 7.2% en comparación con el año 2019, en el sector de infraestructura, 

el recurso total a auditar por competencia es de $10,1 billones, el recurso a auditar es de $9,7 

billones, para un porcentaje de cobertura del 96,0%, siendo así dicha cobertura superior a la del 

año anterior en un 18%, en el sector de medio ambiente, el recurso total a auditar por competencia 

es de $4,3 billones, el recurso a auditar es de $3,0 billones, para un porcentaje de cobertura del 

71,4%, siendo así dicha cobertura inferior a la del año anterior en un 18,9%, en el sector de minas 

y energía, el recurso total a auditar por competencia es de $94,7 billones, el recurso a auditar es de 

$93,7 billones, para un porcentaje de cobertura del 99,0%, siendo así dicha cobertura superior a la 

del año anterior en un 4,8% en el Sistema general de participaciones, el recurso total a auditar por 

competencia es de $41,1 billones, el recurso a auditar es de $18,1 billones, para un porcentaje de 

cobertura del 44,1%, siendo así dicha cobertura superior a la del año anterior en un 19,1%, en la 

gestión pública en entidades territoriales, el total de recursos a auditar es de $7,1 billones, y el 

recurso a auditar es de $7,1 billones, para un total de cobertura del 100%, mejorándose en un 

71.7% respecto al año anterior y en el sector de regalías, el recurso total a auditar por competencia 

es de $32,7 billones, el recurso a auditar es de $24,6 billones, para un porcentaje de cobertura del 

75,3%, siendo así dicha cobertura inferior a la del año anterior en un 7,4%. (Contraloría General 

de la República, 2020, pp.35, 38) 

Además, se analizan en el año 2020 ocho (8) sectores distintos de los que se muestran en 

el año 2019, estos son el sector del comercio y desarrollo regional, en el cual el recurso total a 

auditar por competencia es de $3,3 billones, el recurso a auditar es de $2,4 billones, para un 

porcentaje de cobertura del 71,6%, en el sector de la educación, el recurso total a auditar por 
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competencia es de $61,7 billones, el recurso a auditar es de $60,5 billones, para un porcentaje de 

cobertura del 98,0%, en el sector de la inclusión social, el recurso total a auditar por competencia 

es de $15,0 billones, el recurso a auditar es de $15,0 billones, para un porcentaje de cobertura del 

99,9%,  en el sector de la justicia, el recurso total a auditar por competencia es de $13,9 billones, 

el recurso a auditar es de $13,1 billones, para un porcentaje de cobertura del 94,8%, en el sector 

de la salud, el recurso total a auditar por competencia es de $112,2 billones, el recurso a auditar es 

de $82,1 billones, para un porcentaje de cobertura del 73,1%, en el sector de las tecnologías de la 

información y comunicaciones, el recurso total a auditar por competencia es de $7,3 billones, el 

recurso a auditar es de $6,9 billones para un porcentaje de cobertura del 93,6%, en el sector del 

trabajo el recurso total a auditar por competencia es de $190,4 billones, el recurso a auditar es de 

$60,9 billones, para un porcentaje de cobertura del 32,0% y en el sector de vivienda y saneamiento 

básico el recurso total a auditar por competencia es de $4,8 billones, el recurso a auditar es de $4,8 

billones, para un porcentaje de cobertura del 99.4%, así las cosas del total de $797,6 billones a 

auditar por competencia, se estableció a auditar un valor de $578,7 billones. (Contraloría General 

de la República, 2020, pp.35, 38)  

En el caso del control disciplinario, la Procuraduría General de la Nación presentó un 

documento en el cual muestra algunas cifras, de las cuales se puede deducir lo siguiente: 

Entre el periodo de julio del año 2018 a junio de 2019 hubo 94.337 quejas para evaluar a 

nivel nacional y fueron objeto de dicha evaluación 79.731, es decir, fue evaluado el 84,51%, siendo 

así quedó un faltante de 14.606, correspondiente al 15,48%, pero quedan dudas frente el por qué 

no fueron objeto de evaluación, ya que no se hace referencia a dichas quejas y no se sabe que 

sucedió con las mismas. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.15) 
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De las 94.337 quejas para evaluar se remitieron internamente en la entidad 11.594 quejas, 

correspondientes al 23,2% y fueron remitidas por competencia a las oficinas de control interno 

disciplinario, personerías y otras entidades 38.236 quejas, correspondientes al 76,7% de las 

remisiones, para un total de remisiones de 49.830; de las quejas evaluadas, 14.728 dieron lugar a 

indagaciones, siendo el 18,47% y 1.622 a investigaciones disciplinarias, es decir el 2,0%, dándose 

así 16.350 nuevos procesos, correspondientes al 17,3% de las quejas a evaluar; 8.387 quejas 

terminaron en autos inhibitorios, al considerarse en su correspondiente estudio que se daba lugar 

a alguna causal de atipicidad, de exclusión de responsabilidad, se verificó que no existió el hecho, 

no fue cometido por el imputado o no podía iniciarse o proseguirse, correspondientes al 9,1% de 

las quejas para evaluar; se archivaron 2.074 quejas y se acumularon con otras quejas o procesos 

3.090. (Procuraduría General de la Nación, 2019, pp.15-17) 

De las anteriores, se emitieron 1.481 fallos de primera instancia, de los cuales 921 fueron 

sancionatorios, siendo el 62,1% y 560 absolutorios, correspondiente al 38% y 641 de segunda 

instancia, de los cuales fueron confirmados 328, revocados 208 y 105 modificados, para un total 

de 2.122 fallos de primera y segunda instancia. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.16) 

A nivel territorial se emitieron 1.327 fallos de primera instancia, de los cuales fueron 827 

sancionatorios, correspondientes al 62%, y 500 absolutorios, correspondientes al 38%, siendo el 

mismo porcentaje que en los fallos a nivel nacional, para un total de 1.745 fallos de primera y 

segunda instancia. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.16) 

La Procuraduría General de la Nación tuvo 43.315 indagaciones preliminares para evaluar, 

de las cuales fueron archivadas 9.659 correspondientes al 22,2% de las mencionadas. Luego de la 

correspondiente evaluación se dio lugar a 6.104 investigaciones disciplinarias, las cuales 
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corresponden al 14,0% de las indagaciones a evaluar. (Procuraduría General de la Nación, 2019, 

p.18) 

Frente a las investigaciones disciplinarias, la Procuraduría General de la Nación tuvo que 

evaluar 21.475, fueron archivadas 3.652, correspondientes al 17,0% de las mencionadas. 

(Procuraduría General de la Nación, 2019, p.19)  

Algunas dependencias tomaron la decisión de suspender provisionalmente a 25 

funcionarios, tal como se evidencia en la siguiente tabla: (Procuraduría General de la Nación, 2019, 

p.20) 

 

 

 

 

 

Tabla No. 7 – Dependencias que solicitan la suspensión provisional 

Tomado de: (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.20) 

Los funcionarios a suspender fueron: 3 alcaldes, 1 citador, 1 capitán, 1 concejal, 2 

directores, 5 docentes, 1 docente antes del 94, 1 docente profesional universitario, 4 gerentes, 2 

gobernadores, 1 profesional universitario, 1 rector, 1 rector de institución tecnológica y 1 

secretario. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.20) 
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Dichas suspensiones se encuentran etapas distintas, así: 1 suspensión en decisión de 

segunda instancia, 1 suspensión en proceso de registrar la sanción, 10 suspensiones en etapa 

probatoria investigación disciplinaria, 1 suspensión en etapa probatoria segunda instancia, 4 

suspensiones en evaluación de investigación disciplinaria, 1 investigación en fallo absolutorio, 1 

suspensión en fallo sancionatorio y 6 suspensiones en pruebas de descargos. (Procuraduría General 

de la Nación, 2019, p.21) 

Frente a la investigación y sanción disciplinaria de los servidores públicos de elección 

popular, teniendo en cuenta el Sistema de Información de Registro de Sanciones y Causas de 

Inhabilidad (SIRI) de la entidad, se dieron las siguientes sanciones: 173 alcaldes, correspondientes 

al 45,5% del total de sanciones, 181 concejales, siendo el 47,6%, siendo el mayor porcentaje en 

los servidores de elección popular, 19 diputados, correspondientes al 5,0%, 6 gobernadores, 

correspondientes al 1,6% y 1 representante a la Cámara, correspondiente al 0,3%, para un total de 

380 servidores públicos de elección popular. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.37) 

Las faltas que fueron cometidas por dichos servidores públicos son: 18 faltas por el 

Régimen de inhabilidades e incompatibilidades, correspondientes al 4,7%, 285 de otras materias, 

correspondiente al 75%, 3 faltas por Planes de Desarrollo Económico y Social, correspondientes 

al 0,7%, 48 faltas de contratación estatal, correspondientes al 12,6% y 26 faltas de presupuesto 

público, correspondientes al 6,8%. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.37) 

Durante el periodo mencionado se adelantan 10.578 procesos, de los cuales, 7.245 son a 

alcaldes, correspondientes al 68,5%, 2.815 a concejales, correspondientes al 26,6%, 351 a 

gobernadores, correspondientes al 3,3%, 138 a diputados, correspondientes al 1,3% y 29 a 

senadores, correspondientes al 0,3%. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.38) 
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Los procesos mencionados se encuentran en diferentes etapas, así: 514 absueltos, 

correspondientes al 4,9%, 26 en apelación de auto, correspondientes al 0,2%, 4.361 en archivo, 

correspondientes al 41,2%, siendo el porcentaje más alto, 179 en citación a audiencia, 

correspondiente al 1,7%, 526 en indagación preliminar, correspondientes al 5,0%, 3.820 en 

investigación disciplinaria, correspondiente al 36,1%, 474 en pliego de cargos, correspondientes 

al 4,5%, 63 en remisión por competencia, correspondientes al 0,6% y 615 sancionados, 

correspondientes al 5,8%. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.38) 

Los procesos contra funcionarios con fuero constitucional se encuentran en diferentes 

etapas, así: 160 en investigación disciplinaria, para un porcentaje de 45,6%, 137 en archivo, para 

un porcentaje de 39,0%, 19 en indagación preliminar, correspondiente al 5,4%, 2 en citación 

audiencia, correspondientes a el 0,6%, 14 en pliego de cargos, correspondientes al 4,0%, 11 en 

fallo sancionatorio, correspondientes al 3,1%, en fallo absolutorio, correspondientes al 1,7% 2 en 

remisión por competencia, correspondientes al 0,6%, para un total de 351 procesos. (Procuraduría 

General de la Nación, 2019, p.39) 

Los procesos en contra de gobernadores se encuentran en distintas etapas, así: 170 en 

investigación disciplinaria, correspondientes al 45,6%, 137 en archivo, correspondiente al 39,0%, 

19 en indagación preliminar, correspondiente al 5,4%, 2 en citación audiencia, correspondiente al 

0,6%, 14 en pliego de cargos, correspondientes al 4,0%, 11 en fallo sancionatorio, correspondiente 

al 3,1%, 6 en fallo absolutorio, correspondientes a 1,7% y 2 en remisión por competencia, 

correspondientes al 0,6%, para un total de 351 procesos. (Procuraduría General de la Nación, 2019, 

p.39) 

Los procesos en contra de concejales se encuentran en distintas etapas, así: 952 en archivo, 

correspondientes al 33,8%, 920 en investigación disciplinaria, correspondientes al 32,7%, 121 
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indagación preliminar, correspondientes al 4,3%, 91 en citación audiencia, correspondientes al 

3,2%, 275 en fallo sancionatorio, correspondientes al 9,8%, 208 en pliego de cargos, 

correspondientes al 7,4%, 207 en fallo absolutorio, correspondientes al 7,4%, 6 en apelación de 

auto, correspondientes al 0,2%, 2 en caso acumulado, correspondientes al 0,1%, 35 en remisión 

por competencia, correspondientes al 1,1,%, para un total de 2.815 procesos, siendo de las mayores 

cantidades de casos de servidores públicos. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.40)  

Los procesos en contra de diputados se encuentran en distintas etapas, así: 35 en archivo, 

correspondientes al 25,4%, 49 en investigación disciplinaria, correspondientes al 35,5%, 2 en 

citación audiencia, correspondientes al 1,4%, 13 en pliego de cargos, correspondientes al 9,4%, 11 

en fallo sancionatorio, correspondientes al 8,0%, 28 en fallo absolutorio, correspondientes al 

20,3%, para un total de 138 procesos. (Procuraduría General de la Nación, 2019, p.40) 

Los procesos en contra de alcaldes se encuentran en distintas etapas, así: 3.227 en archivo, 

correspondientes al 44,5%, siendo el mayor porcentaje, 2.678 en investigación disciplinaria, 

correspondientes al 37,0%, 386 en indagación preliminar, correspondientes 5,3%, 84 en citación 

audiencia, correspondientes al 1,2%, 235 en pliego de cargos, correspondientes a 3,2%, 318 en 

fallo sancionatorio, correspondientes al 4,4%, 272 en fallo absolutorio, correspondientes al 3,8%, 

20 en apelación de auto, correspondientes al 0,3% y 25 en remisión por competencia, 

correspondientes al 0,3%, para un total de 7.245 procesos, siendo la mayor cantidad de procesos 

contra servidores públicos. (Procuraduría General de la Nación, 2019, pp.40-41) 

Frente al Plan de Desarrollo existen diferentes situaciones que pueden afectar la ejecución 

de un control efectivo, un ejemplo de ello se presenta al momento de definirse los objetivos del 

plan, en razón a que en algunas ocasiones al plantearse no se realizan estudios necesarios que 

permitan que los objetivos cuenten con las variables requeridas para que los mismos sean realistas 
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y poder a futuro hacer el análisis de sus resultados y medir los mismos, no pudiéndose realizar 

entonces el control debido, pero claramente es un tanto complicado que se  pueda hacer un estudio 

muy a fondo como se requiere, en razón  que existe infinidad de variables que a simple vista no 

pueden ser observadas y al ser un trabajo complejo, por la cantidad de áreas que se debe abarcar 

al elaborar el proyecto del plan, puede omitirse situaciones, o al evaluar no hay forma de 

determinar que dicho análisis no es el correcto o completo. (Cardona, 2017, p.25) 

Una de las problemáticas frente a la falta de efectividad en los controles se evidencia en 

que las veedurías ciudadanas requieren de esa preocupación e interés necesario para poder realizar 

una correcta labor en la observancia de la administración de los recursos del Estado, pero si éste 

no existe es difícil que se pueda dar dicho control y por tanto se siga evidenciando poca atención 

a las necesidades de la población, las cuales deben ser atendidas por la administración. (Cardona, 

2017, p.18) 

Otra situación negativa se evidencia en que los ciudadanos del común no cuentan con el 

conocimiento y la formación adecuada para entrar a analizar si los recursos del Estado están siendo 

correctamente administrados, por tanto, se requiere que las veedurías ciudadanas cuenten con un 

tipo de formación que les permita evaluar de forma objetiva la gestión de dichos recursos, al contar 

así con el criterio para hacerlo, lográndose mejorar la efectividad de dicho control. (Cardona, 2017, 

p.26) 
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Conclusión 

Los controles existentes a la autonomía del Estado en la administración de los recursos en 

la contratación estatal en Colombia no son totalmente eficaces, en razón a que tal como se 

evidencia en el ensayo los mismos presentan ciertos vacíos y problemáticas.  

Las problemáticas del control político pueden resumirse así: influye en los controles las 

relaciones que puedan existir entre el controlado y el controlador, se presentan actitudes pasivas 

frente a la corrupción, no es claro quién controla al controlador, algunos concejos municipales no 

cuentan con el conocimiento de los requisitos sustanciales y de procedimiento para llevar a cabo 

la moción de censura.  

El control fiscal presenta los siguientes vacíos, que se resumen así: existe una falta de 

capacidad técnica y operativa de la Contraloría General de la República, para auditar la totalidad 

de entidades y de recursos públicos a nivel nacional, ya que no cuenta totalmente con el personal 

necesario que tenga conocimientos, experticia y capacitación necesarios para hacer dicho control, 

ni tiene la cantidad necesaria de estos profesionales, siendo así un control selectivo, no total como 

debería ser para que tosas las entidades y recursos puedan ser controlados. Además, entre el 

periodo 2019 y 2020 han existido algunas variaciones para mejorar dicha cobertura en sectores 

que en 2019 no tuvieron tanta cobertura, pero al hacerse esto se disminuye la misma en un sector 

que en el año anterior tuvo mayor cobertura. 

El control disciplinario, tiene problemáticas como las siguientes: entre el periodo de julio 

del año 2018 a junio de 2019 hubo 94.337 quejas para evaluar a nivel nacional, pero solo fueron 

evaluadas 79.731, es decir el 84,51%, faltando 14.606, ósea el 15,48%, no quedando claro el por 

qué no fueron objeto de evaluación las mismas, ya que en el informe presentado por la 

Procuraduría no se hace referencia a dichas quejas y no se sabe que sucedió con las mismas. 
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El Plan de Desarrollo presenta algunas problemáticas, dentro de ellas están: cuando se 

plantean los objetivos del plan no se realizan los estudios necesarios para éstos tengan en  cuenta 

las variables requeridas para ser realistas y poderse hacer un análisis y medición de los resultados 

de éste, porque es muy difícil realizar un estudio más a fondo, al existir miles de variables y áreas 

que se deben estudiar para elaborarlo, llegando así a omitirse algunas de éstas y al momento de la 

evaluación no se puede determinar si el análisis es correcto y completo por no estar allí todas las 

variables. 

Frente a las veedurías ciudadanas se necesita que éstas tengan esa preocupación e interés 

necesario para poder realizar una correcta labor en la observancia de la administración de los 

recursos del Estado, porque de lo contrario no se efectúa el control debidamente, además, los 

ciudadanos del común no tienen el conocimiento y formación que se requiere para ejercer este 

control. 

Por tanto, pese a que existen diferentes controles, éstos no son lo suficientemente eficaces 

para evitar la incorrecta administración de los recursos del Estado, abriendo paso a la corrupción, 

pero claro está que si se busca solución a cada uno de estos vacíos y problemáticas puede llegarse 

a la eficacia total de los mismos dándose lugar a la correcta administración de los mismos en todo 

el territorio nacional. 
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